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Actualizaciones para 

DERECHO CIVIL, Volumen II, para acceso a las carreras Judicial y Fiscal,

[Francisco de P. Blasco y otros, Ed. 2007]
Novedades que afectan al Manual de Contestaciones al Programa:

REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.
[BOE núm. 287, de 1 de diciembre de 2007]

Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de Medidas de Impulso de la Sociedad de la Información.

[BOE núm. 312, de 29 de diciembre de 2007]
Temas a que afecta:
Tema 43º. El contrato.

Tema 49º. Obligaciones del vendedor.

Tema 50º. Obligaciones del comprador.
Tema 67º. La culpa.

Texto de los temas:

TEMA 43º

En el epígrafe “II. Principio de la autonomía de la voluntad. Sus limitaciones”, subepígrafe “3. Limitaciones al principio de la autonomía de la voluntad”, apartado “A) Limitaciones derivadas de la Ley”, página 212, letra “c) Limitaciones derivadas de la <<estandarización contractual>> o contratos en masa”, el tercer párrafo, referido a la LGDCU, sustituirlo por: 
“- Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por RD Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.”
En la página 213, sustituir su primer párrafo por:

“De conformidad con lo establecido en el artículo 82 TRLGDCU, “se considerarán cláusulas abusivas todas aquellas estipulaciones no negociadas individualmente y todas aquéllas prácticas no consentidas expresamente que, en contra de las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor y usuario, un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones de las partes que se deriven del contrato.

El hecho de que ciertos elementos de una cláusula o que una cláusula aislada se hayan negociado individualmente no excluirá la aplicación de las normas sobre cláusulas abusivas al resto del contrato. El empresario que afirme que una determinada cláusula ha sido negociada individualmente, asumirá la carga de la prueba. 
El carácter abusivo de una cláusula se apreciará teniendo en cuenta la naturaleza de los bienes o servicios objeto del contrato y considerando todas las circunstancias concurrentes en el momento de su celebración, así como todas las demás cláusulas del contrato o de otro del que éste dependa.”
En la misma página 213, suprimir su segundo párrafo y los números “I” a “IV” y sustituir por:

“En el artículo 82.4 TRLGDCU, se clasifica en seis grupos las estipulaciones que en todo caso tendrán la consideración de abusivas, las cuales se desarrollan en los artículos 85 a 90 TRLGDCU, declarando que en todo caso serán abusivas las cláusulas que:
a) vinculen el contrato a la voluntad del empresario

b) limiten los derechos del consumidor y usuario

c) determinen la falta de reciprocidad en el contrato

d) impongan al consumidor y usuario garantías desproporcionadas o le impongan indebidamente la carga de la prueba

e) resulten desproporcionadas en relación con el perfeccionamiento y ejecución del contrato, o

f) contravengan las reglas sobre competencia y derecho aplicable.”
TEMA 49º

En el epígrafe “IV. Saneamiento y Evicción”, en la página 380, subepígrafe “3. El saneamiento en la venta de bienes de consumo”, al final de cuarta línea, donde dice “Esta ley tiene”, sustituir por: 

“Esta ley tuvo”

En su octava línea, después del punto y seguido, que comienza diciendo “De acuerdo con la citada …”, y antes del mismo, intercalar:

“Hoy esta regulación ha quedado incluida dentro del Texto Refundido de la Ley General de Defensa de Consumidores y Usuarios, aprobado por RD Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, el cual, en esta materia reproduce sustancialmente la regulación anterior.”
En el mismo subepígrafe 3., en la página 381, sustituir sus párrafos segundo a cuarto por:

“El art. 118 determina la responsabilidad de vendedor y los derechos del consumidor y usuario en los siguientes términos:

El consumidor y usuario tiene derecho a la reparación del producto, a su sustitución, a la rebaja del precio o a la resolución del contrato, de acuerdo con lo previsto en este título.”

Sustituir los párrafos quinto y sexto de la misma página 381 y el primero de la página 382 por:


“Para la reparación y sustitución del producto, se deben tomar en consideración las siguientes reglas que determina el art. 119:

1. Si el producto no fuera conforme con el contrato, el consumidor y usuario podrá optar entre exigir la reparación o la sustitución del producto, salvo que una de estas dos opciones resulte objetivamente imposible o desproporcionada. Desde el momento en que el consumidor y usuario comunique al vendedor la opción elegida, ambas partes habrán de atenerse a ella. Esta decisión del consumidor y usuario se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente para los supuestos en que la reparación o la sustitución no logren poner el producto en conformidad con el contrato.

2. Se considerará desproporcionada la forma de saneamiento que en comparación con la otra, imponga al vendedor costes que no sean razonables, teniendo en cuenta el valor que tendría el producto si no hubiera falta de conformidad, la relevancia de la falta de conformidad y si la forma de saneamiento alternativa se pudiese realizar sin inconvenientes mayores para el consumidor y usuario.

Para determinar si los costes no son razonables, los gastos correspondientes a una forma de saneamiento deben ser, además, considerablemente más elevados que los gastos correspondientes a la otra forma de saneamiento.”
Sustituir los párrafos segundo a séptimo de la página 382 y los tres primeros de la página 383 por:

“La reparación y sustitución se ajustarán en virtud del art. 120 a las siguientes reglas:


a) Serán gratuitas para el consumidor y usuario. Dicha gratuidad comprenderá los gastos necesarios realizados para subsanar la falta de conformidad de los productos con el contrato, especialmente los gastos de envío, así como los costes relacionados con la mano de obra y los materiales.

b) Deberán llevarse a cabo en un plazo razonable y sin mayores inconvenientes para el consumidor y usuario, habida cuenta de la naturaleza de los productos y de la finalidad que tuvieran para el consumidor y usuario.

c) La reparación suspende el cómputo de los plazos a que se refiere el artículo 123. El período de suspensión comenzará desde que el consumidor y usuario ponga el producto a disposición del vendedor y concluirá con la entrega al consumidor y usuario del producto ya reparado. Durante los seis meses posteriores a la entrega del producto reparado, el vendedor responderá de las faltas de conformidad que motivaron la reparación, presumiéndose que se trata de la misma falta de conformidad cuando se reproduzcan en el producto defectos del mismo origen que los inicialmente manifestados.

d) Si concluida la reparación y entregado el producto, éste sigue siendo no conforme con el contrato, el consumidor y usuario podrá exigir la sustitución del producto, salvo que esta opción resulte desproporcionada, la rebaja del precio o la resolución del contrato en los términos previstos en este capítulo.

e) La sustitución suspende los plazos a que se refiere el artículo 123 desde el ejercicio de la opción por el consumidor y usuario hasta la entrega del nuevo producto. Al producto sustituto le será de aplicación, en todo caso, el artículo 123.1, párrafo segundo.

f) Si la sustitución no lograra poner el producto en conformidad con el contrato, el consumidor y usuario podrá exigir la reparación del producto, salvo que esta opción resulte desproporcionada, la rebaja del precio o la resolución del contrato en los términos previstos en este capítulo.

g) El consumidor y usuario no podrá exigir la sustitución en el caso de productos no fungibles, ni tampoco cuando se trate de productos de segunda mano.”
En la misma página 383 sustituir los dos últimos párrafos por:

“La rebaja del precio y la resolución de contrato en virtud del art. 121, procederán a elección del consumidor y usuario, cuando éste no pudiera exigir la reparación o la sustitución y en los casos en que éstas no se hubieran llevado a cabo en plazo razonable o sin mayores inconvenientes para el consumidor y usuario. La resolución no procederá cuando la falta de conformidad sea de escasa importancia.

En virtud de lo dispuesto en el art. 123.3, la acción para reclamar la responsabilidad del vendedor y los derechos del consumidor y usuario, prescribirá a los tres años desde la entrega del producto”
50º

En el epígrafe “IV. Garantías del Consumidor en la Contratación, sustituir el subepígrafe “1. La Ley 23/2003, de 10 de julio, de Garantías de en la Venta de Bienes de Consumo” y su contenido, en la página 394, por:
“1. El Texto Refundido de la Ley General de Defensa de Consumidores y Usuarios aprobado por RD Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.
El Libro III del Título V, Capítulos I a IV del TRLGDCU incorpora la regulación contenida en la Ley 23/2003, de Garantía en la Venta de Bienes de Consumo, la cual, a su vez, incorporó al Derecho español la Directiva 1999/44/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de mayo de 1999, sobre determinados aspectos de la venta y garantía de los bienes de consumo. De acuerdo con la citada Directiva el TRLGDCU, y antes la la mencionada Ley 23/2003, contiene dos aspectos esenciales referidos, por una parte al marco legal de garantía en relación con los derechos reconocidos por la propia ley para garantizar la conformidad de los bienes con el contrato de compraventa; y por otra, articular la garantía comercial que, adicionalmente, pueda ofrecerse al consumidor. El marco legal de la garantía tiene por objeto facilitar al consumidor y usuario distintas opciones para exigir el saneamiento cuando el producto adquirido no sea conforme con el contrato, dándole la opción de exigir la reparación por la sustitución del producto, salvo que ésta resulte objetivamente imposible o desproporcionada. Se reconoce un plazo de dos años, a partir del momento de la compra, para que el consumidor y usuario pueda hacer efectivos estos derechos (en el caso de productos de segunda mano se podrá pactar un plazo menor pero no inferior a un año) y de un plazo de tres años, también contado a partir de la compra, para que pueda ejercitar, en su caso, las acciones legales oportunas.”
Sustituir el contenido del subepígrafe “2. Incompatibilidad de las acciones”, en el último párrafo de la página 394 y primero de la página 395, por:

“Según dispone el art. 117, el ejercicio de las acciones que contempla el título V será incompatible con el ejercicio de las acciones derivadas del saneamiento por vicios ocultos de la compraventa.

En todo caso, el consumidor y usuario tendrá derecho, de acuerdo con la legislación civil y mercantil, a ser indemnizado por los daños y perjuicios derivados de la falta de conformidad.”

Sustituir el contenido del subepígrafe “3. Tipología y régimen de garantías, en las páginas 395 a 398, por:


“En virtud del art. 114, el vendedor está obligado a entregar al consumidor y usuario productos que sean conformes con el contrato, respondiendo frente a él de cualquier falta de conformidad que exista en el momento de la entrega del producto.

Según determina el art. 115.2 Lo previsto en este título no será de aplicación a los productos adquiridos mediante venta judicial, al agua o al gas, cuando no estén envasados para la venta en volumen delimitado o cantidades determinadas, y a la electricidad. Tampoco será aplicable a los productos de segunda mano adquiridos en subasta administrativa a la que los consumidores y usuarios puedan asistir personalmente. Pero quedan incluidos en el ámbito de aplicación del Título V, los contratos de suministro de productos que hayan de producirse o fabricarse (art. 115.1).

El art. 118 determina la responsabilidad del vendedor y los derechos del consumidor y usuario en los siguientes términos:


El consumidor y usuario tiene derecho a la reparación del producto, a su sustitución, a la rebaja del precio o a la resolución del contrato, de acuerdo con lo previsto en este título.

De conformidad con lo dispuesto en el art. 10 la renuncia previa a los derechos que el TRLGDCU reconoce a los consumidores y usuarios es nula, siendo asimismo nulos los actos realizados en fraude de ley de conformidad con lo previsto en el artículo 6 del Código Civil.

Para la reparación y sustitución del producto, se deberán tomar en consideración las siguientes reglas que determina el art. 119:


1. Si el producto no fuera conforme con el contrato, el consumidor y usuario podrá optar entre exigir la reparación o la sustitución del producto, salvo que una de estas dos opciones resulte objetivamente imposible o desproporcionada. Desde el momento en que el consumidor

y usuario comunique al vendedor la opción elegida, ambas partes habrán de atenerse a ella. Esta decisión del consumidor y usuario se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente para los supuestos en que la reparación o la sustitución no logren poner el producto en conformidad con el contrato.

2. Se considerará desproporcionada la forma de saneamiento que en comparación con la otra, imponga al vendedor costes que no sean razonables, teniendo en cuenta el valor que tendría el producto si no hubiera falta de conformidad, la relevancia de la falta de conformidad y si la forma de saneamiento alternativa se pudiese realizar sin inconvenientes mayores para el consumidor y usuario.

Para determinar si los costes no son razonables, los gastos correspondientes a una forma de saneamiento deben ser, además, considerablemente más elevados que los gastos correspondientes a la otra forma de saneamiento.


La reparación y sustitución de producto se ajustarán, en virtud del art. 120 a las siguientes reglas:

a) Serán gratuitas para el consumidor y usuario. Dicha gratuidad comprenderá los gastos necesarios realizados para subsanar la falta de conformidad de los productos con el contrato, especialmente los gastos de envío, así como los costes relacionados con la mano de obra y los materiales.

b) Deberán llevarse a cabo en un plazo razonable y sin mayores inconvenientes para el consumidor y usuario, habida cuenta de la naturaleza de los productos y de la finalidad que tuvieran para el consumidor y usuario.

c) La reparación suspende el cómputo de los plazos a que se refiere el artículo 123. El período de suspensión comenzará desde que el consumidor y usuario ponga el producto a disposición del vendedor y concluirá con la entrega al consumidor y usuario del producto ya reparado. Durante los seis meses posteriores a la entrega del producto reparado, el vendedor responderá de las faltas de conformidad que motivaron la reparación, presumiéndose que se trata de la misma falta de conformidad cuando se reproduzcan en el producto defectos del mismo origen que los inicialmente manifestados.

d) Si concluida la reparación y entregado el producto, éste sigue siendo no conforme con el contrato, el consumidor y usuario podrá exigir la sustitución del producto, salvo que esta opción resulte desproporcionada, la rebaja del precio o la resolución del contrato en los términos previstos en este capítulo.

e) La sustitución suspende los plazos a que se refiere el artículo 123 desde el ejercicio de la opción por el consumidor y usuario hasta la entrega del nuevo producto. Al producto sustituto le será de aplicación, en todo caso, el artículo 123.1, párrafo segundo.

f) Si la sustitución no lograra poner el producto en conformidad con el contrato, el consumidor y usuario podrá exigir la reparación del producto, salvo que esta opción resulte desproporcionada, la rebaja del precio o la resolución del contrato en los términos previstos en este capítulo.

g) El consumidor y usuario no podrá exigir la sustitución en el caso de productos no fungibles, ni tampoco cuando se trate de productos de segunda mano.
La rebaja del precio y la resolución del contrato procederán, en virtud del art. 121, a elección del consumidor y usuario, cuando éste no pudiera exigir la reparación o la sustitución y en los casos en que éstas no se hubieran llevado a cabo en plazo razonable o sin mayores inconvenientes para el consumidor y usuario. La resolución no procederá cuando la falta de conformidad sea de escasa importancia.
El art. 122 determina los criterios para la rebaja del precio en los siguientes términos:

La rebaja del precio será proporcional a la diferencia existente entre el valor que el producto hubiera tenido en el momento de la entrega de haber sido conforme con el contrato y el valor que el producto efectivamente entregado tenía en el momento de dicha entrega.”
Sustituir el contenido del subepígrafe “4. El plazo de garantía y el plazo de prescripción de las acciones”, en las páginas 398 y 399, por:

“De acuerdo con el art. 123 el vendedor responde de las faltas de conformidad que se manifiesten en un plazo de dos años desde la entrega. En los productos de segunda mano, el vendedor y el consumidor y usuario podrán pactar un plazo menor, que no podrá ser inferior a un año desde la entrega.

Salvo prueba en contrario, se presumirá que las faltas de conformidad que se manifiesten en los seis meses posteriores a la entrega del producto, sea éste nuevo o de segunda mano, ya existían cuando la cosa se entregó, excepto cuando esta presunción sea incompatible con la naturaleza del producto o la índole de la falta de conformidad.

Salvo prueba en contrario, la entrega se entiende hecha en el día que figure en la factura o tique de compra, o en el albarán de entrega correspondiente si éste fuera posterior.

La acción para reclamar el cumplimiento de lo previsto en el capítulo II de este título prescribirá a los tres años desde la entrega del producto.

El consumidor y usuario deberá informar al vendedor de la falta de conformidad en el plazo de dos meses desde que tuvo conocimiento de ella. El incumplimiento de dicho plazo no supondrá la pérdida del derecho al saneamiento que corresponda, siendo responsable el consumidor y usuario, no obstante, de los daños o perjuicios efectivamente ocasionados por el retraso en la comunicación.

Salvo prueba en contrario, se entenderá que la comunicación del consumidor y usuario ha tenido lugar dentro del plazo establecido.
El art. 124 regula la acción contra el productor en los siguientes términos:

Cuando al consumidor y usuario le resulte imposible o le suponga una carga excesiva dirigirse frente al vendedor por la falta de conformidad de los productos con el contrato podrá reclamar directamente al productor con el fin de obtener la sustitución o reparación del producto. Con carácter general, y sin perjuicio de que la responsabilidad del productor cesara, a los efectos de este título, en los mismos plazos y condiciones que los establecidos para el vendedor, el productor responderá por la falta de conformidad cuando ésta se refiera al origen, identidad o idoneidad de los productos, de acuerdo con su naturaleza y finalidad y con las normas que los regulan.

Quien haya respondido frente al consumidor y usuario dispondrá del plazo de un año para repetir frente al responsable de la falta de conformidad. Dicho plazo se computa a partir del momento en que se completó el saneamiento.”

Sustituir el contenido del subepígrafe “5. La llamada garantía comercial, en la página 399 e inicio de la página 400, por:

“El art. 125 regula la garantía comercial, la cual deberá expresar necesariamente:


a) El bien o servicio sobre el que recaiga la garantía.

b) El nombre y dirección del garante.

c) Que la garantía no afecta a los derechos legales del consumidor y usuario ante la falta de conformidad de los productos con el contrato.

d) Los derechos, adicionales a los legales, que se conceden al consumidor y usuario como titular de la garantía.

e) El plazo de duración de la garantía y su alcance territorial.

f) Las vías de reclamación de que dispone el consumidor y usuario.

La acción para reclamar el cumplimiento de lo dispuesto en la garantía comercial adicional prescribirá a los seis meses desde la finalización del plazo de garantía.

En relación con los bienes de naturaleza duradera, la garantía comercial y los derechos que concede la ley al consumidor y usuario ante la falta de conformidad con el contrato se formalizarán siempre por escrito o en cualquier soporte duradero y con el contenido mínimo, en la que constará expresamente los derechos que este título concede al consumidor y usuario ante la falta de conformidad con el contrato y que éstos son independientes y compatibles con la garantía comercial.

El art. 127 regula la reparación y servicios posventa, disponiendo que en los productos de naturaleza duradera, el consumidor y usuario tendrá derecho a un adecuado servicio técnico y a la existencia de repuestos durante el plazo mínimo de cinco años a partir de la fecha en que el producto deje de fabricarse.

Queda prohibido incrementar los precios de los repuestos al aplicarlos en las reparaciones y cargar por mano de obra, traslado o visita cantidades superiores a los costes medios estimados en cada sector, debiendo diferenciarse en la factura los distintos conceptos. La lista de precios de los repuestos deberá estar a disposición del público.

La acción o derecho de recuperación de los productos entregados por el consumidor y usuario al empresario para su reparación prescribirá a los tres años a partir del momento de la entrega. 
Por último se ha de tomar en consideración la Disposición Adicional Primera del TRLGDCU que establece el régimen transitorio de la garantía comercial, disponiendo esencialmente que lo dispuesto respecto de la garantía comercial adicional no será de aplicación a los productos puestos en circulación antes del 11 de septiembre de 2003. No obstante, en relación con los bienes de naturaleza duradera puestos en circulación antes de dicha fecha, el productor o, en su defecto, el vendedor deberá entregar al consumidor y usuario una garantía, formalizada por escrito, en la que, como mínimo, se asegure al titular de la garantía:

a) La reparación totalmente gratuita de los vicios o defectos originarios y de los daños y perjuicios por ellos ocasionados.

b) En los supuestos en que la reparación efectuada no fuera satisfactoria y el objeto no revistiese las condiciones óptimas para cumplir el uso a que estuviese destinado, el titular de la garantía tendrá derecho a la sustitución del objeto adquirido por otro de idénticas características o a la devolución del precio pagado.”
En el epígrafe “VI. La Contratación Electrónica”, subepígrafe “1. El comercio electrónico como servicio de la sociedad de la información”, en la última línea de la página 402, después del cierre del paréntesis sustituir la coma por un punto y seguido y añadir:

“Esta ley ha sido modificada por la Ley 56/2007, de 28 de diciembre de Medidas de Impulso de la Sociedad de la Información.”

A continuación suprimir “que se dictó” y sustituir por:


“La Ley 34/2002 se dictó …”

Al final del primer párrafo de la página 403 añadir en punto y seguido:

“A su vez, el contenido de esta Ley, en cuanto afecta a las relaciones entre empresarios y consumidores y usuarios, y por lo que se refiere a los contratos a distancia, ha quedado incorporada al TRLGDCU aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2007.”
En el mismo epígrafe VI., subepígrafe “2. Concepto y régimen de contrato electrónico”, desde la penúltima línea de su primer párrafo hasta su final, en la página 404, sustituir “art. 1 de la ley 26/1984 …. de los Consumidores y Usuarios” por.


“art. 3 del Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.”

En el apartado “A) El contrato electrónico como contrato a distancia”, suprimir el contenido del punto y seguido que comienza en la primera línea de la página 405 y sustituir por:

“Esto implica la aplicación de los Capítulos I a IV del Título III del Libro II del TRLGDCU, en cuanto regula los contratos celebrados a distancia, así como la del propio TRLGDCU en sus disposiciones de aplicación general.

En el párrafo segundo de la misma página 405 suprimir en el segundo párrafo desde donde dice “art. 38-1 LOCM ….” hasta el final, así como el párrafo tercero íntegro y sustituir por:

“art. 92 TRLGDCU, y en particular en su apartado 2, que hace referencia a las técnicas de contratación a distancia, considerando como tales, entre otras, el videotexto con teclado o pantalla táctil, a través de ordenador y el correo electrónico.”
En el mismo epígrafe VI., subepígrafe “3. La contratación electrónica en la LSSI, en el apartado “B) Validez y eficacia del contrato celebrado vía electrónica”, al final de su segundo párrafo, en la página 407, suprimir las referencias a la LOCM y LCU y sustituir por:

“TRLGDCU”

En el apartado “D) Derecho a la información previa al inicio del procedimiento de contratación”, suprimir el contenido de la quinta línea de su primer párrafo hasta su final, en la página 408, y las dos primeras líneas de la página 409 y sustituir por:

“además del cumplimiento de los requisitos en materia de información que se establecen en la normativa vigente, el prestador de servicios de la sociedad de la información que realice actividades de contratación electrónica tendrá la obligación de poner a disposición del destinatario, antes de iniciar el procedimiento de contratación y mediante técnicas adecuadas al medio de comunicación utilizado, de forma permanente, fácil y gratuita, información clara, comprensible e inequívoca sobre los siguientes extremos:

a) Los distintos trámites que deben seguirse para celebrar el contrato.

b) Si el prestador va a archivar el documento electrónico en que se formalice el contrato y si éste va a ser accesible.

c) Los medios técnicos que pone a su disposición para identificar y corregir errores en la introducción de los datos, y

d) La lengua o lenguas en que podrá formalizarse el contrato.

La obligación de poner a disposición del destinatario la información referida en el párrafo anterior se dará por cumplida si el prestador la incluye en su página o sitio de Internet en las condiciones señaladas

en dicho párrafo.

Cuando el prestador diseñe específicamente sus servicios de contratación electrónica para ser accedidos mediante dispositivos que cuenten con pantallas de formato reducido, se entenderá cumplida la obligación establecida en este apartado cuando facilite de manera permanente, fácil, directa y exacta la dirección de Internet en que dicha información es puesta a disposición del destinatario.”
Suprimir el párrafo segundo de la página 409 y sustituir por:

“El apartado 2 del art. 27 establece excepciones a esta obligación de información cuando: a) Ambos contratantes así lo acuerden y ninguno de ellos tenga la consideración de consumidor; o b) El contrato se haya celebrado exclusivamente mediante intercambio de correo electrónico u otro tipo de comunicación electrónica equivalente.”
En la penúltima línea del apartado C), en la página 409, sustituir las referencias a los arts. 39 y 40 LOCM por:


“arts. 97, 100 y 60 TRLGDCU”

En el apartado “D) Derecho a la información con posterioridad a la celebración del contrato”, en el final de la página 410 suprimir la referencia al “art. 47 LOCM” y sustituir por:


“art. 98 TRLGDCU”
En el apartado “E) Infracción de las obligaciones de información”, en el primer párrafo de la página 411 suprimir desde donde dice “Incluso …” hasta el inicio de la sexta línea que dice “44-5 LOCM”.
En el mismo apartado E), en la página 412, suprimir desde “art. 10 bis” hasta el final y sustituir por:


“art. 82 TRLGDCU”

Suprimir el contenido del último párrafo del mismo apartado E), también en la página 412, y sustituir por:


“También es aplicable el régimen sancionador regulado en el TRLGDCU, el cual en su art. 46.2.2º establece como principio que en ningún caso se producirá una doble sanción por los mismos hechos y en función de los mismos intereses públicos protegidos, si bien deberán exigirse las demás responsabilidades que se deduzcan de otros hechos o infracciones concurrentes.”
TEMA 67º
Sustituir el contenido íntegro del epígrafe “VII. La responsabilidad civil de productos defectuosos”, en las páginas 895 a 901, por:

“Se regula en el Libro III del TRLGDCU, aprobado por RD Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.


En virtud del art. 135 los productores serán responsables de los daños causados por los defectos de los productos que, respectivamente, fabriquen o importen, pero durante un plazo de 10 años, pues el art. 144, destinado a la extinción de la responsabilidad, dice que Los derechos reconocidos al perjudicado en este capítulo se extinguirán transcurridos 10 años, a contar desde la fecha en que se hubiera puesto en circulación el producto concreto causante del daño, a menos que, durante ese período, se hubiese iniciado la correspondiente reclamación judicial.


Establece el art. 136 que a los efectos de este capítulo se considera producto cualquier bien mueble, aún cuando esté unido o incorporado a otro bien mueble o inmueble, así como el gas y la electricidad.


Se considera producto defectuoso producto defectuoso aquél que

no ofrezca la seguridad que cabría legítimamente esperar, teniendo en cuenta todas las circunstancias y, especialmente, su presentación, el uso razonablemente previsible del mismo y el momento de su puesta en circulación. En todo caso, un producto es defectuoso si no ofrece la seguridad normalmente ofrecida por los demás ejemplares de la misma serie. Un producto no podrá ser considerado defectuoso por el solo hecho de que tal producto se ponga posteriormente en circulación de forma más perfeccionada (art. 137). En cualquier caso, corresponde al perjudicado probar el defecto, el daño y la relación de causalidad entre ambos (art. 139).


La responsabilidad por producto defectuoso es una responsabilidad objetiva, de manera que el título de imputación no es la culpa, sino el propio daño derivado del defecto del producto fabricado o manipulado o importado.

En definitiva, como ha señalado Solé Feliu (en relación a la anterior regulación), el sistema de responsabilidad derivada hoy del TRLGDCU se caracteriza por lo siguiente:


1º) Es objetiva, o como dijimos, cuasi objetiva, es decir, no se basa en la culpa, pero admite causas de exoneración.

2º) Es solidaria, de manera que los responsables responden solidariamente frente al perjudicado (art. 132).


3º) Permite la concurrencia de acciones: En virtud del art. 128.2º, las acciones reconocidas en este libro no afectan a otros derechos que el perjudicado pueda tener a ser indemnizado por daños y perjuicios, incluidos los morales, como consecuencia de la responsabilidad contractual, fundada en la falta de conformidad de los bienes o servicios o en cualquier otra causa de incumplimiento o cumplimiento defectuoso del contrato, o de la responsabilidad extracontractual a que hubiere lugar.


4º) No admite cláusulas contractuales de exoneración de responsabilidad: Son ineficaces frente al perjudicado las cláusulas de exoneración o de limitación de la responsabilidad civil prevista en este libro (art. 130).


5º) Determina el límite total de la responsabilidad del fabricante. Así el art. 141 determina que la responsabilidad civil del productor por los daños causados por productos defectuosos, se ajustará a las siguientes reglas: a) De la cuantía de la indemnización de los daños materiales se deducirá una franquicia de 390,66 euros. b) La responsabilidad civil global del productor por muerte y lesiones personales causadas por productos idénticos que presenten el mismo defecto tendrá como límite la cuantía de 63.106.270,96 euros.


6º) Para poder reclamar no debe haber concurrido culpa de la persona perjudicada. En virtud del art. 145 La responsabilidad prevista en este capítulo podrá reducirse o suprimirse en función de las circunstancias del caso, si el daño causado fuera debido conjuntamente a un defecto del producto y a culpa del perjudicado o de una persona de la que éste deba responder civilmente.

El TRLGDCU también prevé la responsabilidad por daños causados por otros bienes o servicios distintos a los productos ya definidos, disponiendo en el art. 148.1 y 2 que se responderá de los daños originados en el correcto uso de los servicios, cuando por su propia naturaleza, o por estar así reglamentariamente establecido, incluyan necesariamente la garantía de niveles determinados de eficacia o seguridad, en condiciones objetivas de determinación, y supongan controles técnicos, profesionales o sistemáticos de calidad, hasta llegar en debidas condiciones al consumidor y usuario. En todo caso, se consideran sometidos a este régimen de responsabilidad los servicios sanitarios, los de reparación y mantenimiento de electrodomésticos, ascensores y vehículos de motor, servicios de rehabilitación y reparación de viviendas, servicios de revisión, instalación o similares de gas y electricidad y los relativos a medios de transporte. En el art. 149 se regula la responsabilidad por daños causados por la vivienda.
1. Sujetos responsables
En virtud de los arts. 135 y 138 del TRLGDCU son responsables de los daños:

Los productores serán responsables de los daños causados por los defectos de los productos que, respectivamente, fabriquen o importen.

A los efectos de este capítulo es productor, además del definido en el artículo 5, el fabricante o importador en la Unión Europea de:

a) Un producto terminado.

b) Cualquier elemento integrado en un producto terminado.

c) Una materia prima.

Si el productor no puede ser identificado, será considerado como tal el proveedor del producto, a menos que, dentro del plazo de tres meses, indique al dañado o perjudicado la identidad del productor o de quien le hubiera suministrado o facilitado a él dicho producto. La misma regla será de aplicación en el caso de un producto importado, si el producto no indica el nombre del importador, aun cuando se indique el nombre del fabricante.
También conforme a lo dispuesto en el art. 147 los prestadores de servicios serán responsables de los daños y perjuicios causados a los consumidores y usuarios, salvo que prueben que han cumplido las exigencias y requisitos reglamentariamente establecidos y los demás cuidados y diligencias que exige la naturaleza del servicio.
Por último, el art. 149 determina que será aplicable el régimen de responsabilidad establecido en el artículo anterior a quienes construyan o comercialicen viviendas, en el marco de una actividad empresarial, por los daños ocasionados por defectos de la vivienda que no estén cubiertos por un régimen legal específico.

2. Daños indemnizables y quantum indemnizatorio
En virtud del art. 129 El régimen de responsabilidad previsto en este libro comprende los daños personales, incluida la muerte, y los daños materiales, siempre que éstos afecten a bienes o servicios objetivamente destinados al uso o consumo privados y en tal concepto hayan sido utilizados principalmente por el perjudicado. No será de aplicación para la reparación de los daños causados por accidentes nucleares, siempre que tales daños se encuentren cubiertos por convenios internacionales ratificados por los Estados miembros de la Unión Europea.

El art. 141 establece los límites a la responsabilidad al disponer que la responsabilidad civil del productor por los daños causados por productos defectuosos, se ajustará a las siguientes reglas:

a) De la cuantía de la indemnización de los daños materiales se deducirá una franquicia de 390,66 euros.

b) La responsabilidad civil global del productor por muerte y lesiones personales causadas por productos idénticos que presenten el mismo defecto tendrá como límite la cuantía de 63.106.270,96 euros.
El art. 148.3 dispone que sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones legales, las responsabilidades derivadas de este artículo tendrán como límite la cuantía de 3.005.060,52 euros.

3. Causas de exoneración de responsabilidad
Las causas de exoneración de responsabilidad se hallan previstas en el art. 140, el cual dispone que el productor no será responsable si prueba:

a) Que no había puesto en circulación el producto.

b) Que, dadas las circunstancias del caso, es posible presumir que el defecto no existía en el momento en que se puso en circulación el producto.

c) Que el producto no había sido fabricado para la venta o cualquier otra forma de distribución con finalidad económica, ni fabricado, importado, suministrado o distribuido en el marco de una actividad profesional o empresarial.

d) Que el defecto se debió a que el producto fue elaborado conforme a normas imperativas existentes.

e) Que el estado de los conocimientos científicos y técnicos existentes en el momento de la puesta en circulación no permitía apreciar la existencia del defecto.

El productor de una parte integrante de un producto terminado no será responsable si prueba que el defecto es imputable a la concepción del producto al que ha sido incorporado o a las instrucciones dadas por el fabricante de ese producto.

En el caso de medicamentos, alimentos o productos alimentarios destinados al consumo humano, los sujetos responsables, de acuerdo con este capítulo, no podrán invocar la causa de exoneración del apartado 1, letra e).

A dichas causas se debe añadir:

1. Culpa del perjudicado. La responsabilidad prevista en este capítulo podrá reducirse o suprimirse en función de las circunstancias del caso, si el daño causado fuera debido conjuntamente a un defecto del producto y a culpa del perjudicado o de una persona de la que éste deba responder civilmente (art. 145).

2. Extinción de la responsabilidad. Los derechos reconocidos al perjudicado en este capítulo se extinguirán transcurridos 10 años, a contar desde la fecha en que se hubiera puesto en circulación el producto concreto causante del daño, a menos que, durante ese período, se hubiese iniciado la correspondiente reclamación judicial (art. 144).
En cambio, es causas de exoneración de la responsabilidad la intervención concurrente de un tercero. La responsabilidad prevista en este libro no se reducirá cuando el daño sea causado conjuntamente por un defecto del bien o servicio y por la intervención de un tercero. No obstante, el sujeto responsable que hubiera satisfecho la indemnización podrá reclamar al tercero la parte que corresponda a su intervención en la producción del daño (art. 133).

Según dispone el art. 148 el régimen de responsabilidad por otros bienes o servicios se extiende a los servicios sanitarios, los de reparación y mantenimiento de electrodomésticos, ascensores y vehículos de motor, servicios de rehabilitación y reparación de viviendas, servicios de revisión, instalación o similares de gas y electricidad y los relativos a medios de transporte.

4. Prescripción de la acción
En virtud de lo dispuesto en el art. 143 La acción de reparación de los daños y perjuicios previstos en este capítulo prescribirá a los tres años, a contar desde la fecha en que el perjudicado sufrió el perjuicio, ya sea por defecto del producto o por el daño que dicho defecto le ocasionó, siempre que se conozca al responsable de dicho perjuicio. La acción del que hubiese satisfecho la indemnización contra todos los demás responsables del daño prescribirá al año, a contar desde el día del pago de la indemnización.

La interrupción de la prescripción se rige por lo establecido en el Código Civil.
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